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(Corregida) 


PRESIDE: — Señor Representante José Luis Blasina. 
MIEMBROS: Señores Representantes Daniel Bianchi, Pablo Abdala y Esteban Pérez. 


DELEGADO 
DE Señor Representante Daniel Mañana. 
SECTOR: 


INVITADOS: Señores doctor Jorge Bruni, Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social; y Roberto Baz, 
asesor. 


Por SEDHU: señoras Clara Ugarte y María Castro. 
Por la Comisión de Derechos Humanos del PITCNT: señor Antonio Kucharsky. 


Por el Equipo de representación de los trabajadores en el BPS: doctora Rosario Oiz y señor 
Ariel Ferrari. 


Por la Comisión para el Reencuentro: señores Erardo Velázquez y Artemio Almirón. 


Por los funcionarios restituidos del Estado (Ley N” 15.783): señores Cervantes Pernas, Pedro 
Puppo, Eduardo Píriz y Angel Torres. 


SEÑOR PRESIDENTE (Blasina).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social tiene el agrado de recibir al señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad 
Social, doctor Jorge Bruni, y al asesor, señor Roberto Baz. 


El motivo de esta invitación fue por la inquietud del señor Subsecretario de verter en esta Comisión su punto 
de vista acerca de un proyecto que estamos considerando con relación a los hogares de ancianos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Agradecemos la oportunidad 
de permitirnos expresar nuestras ideas al respecto. 


Esto se origina en una conversación que mantuvimos con el señor Presidente de la Comisión, en la que 
expresábamos algún punto de vista que, quizás, no era exactamente el mismo que los conocidos, pero 
tampoco estaban tan alejados de lo que se venía manejando. Por eso, creo que mi intervención va a ser corta 
y voy a mencionar cuatro o cinco aspectos. 


En primer lugar, no podemos dejar de advertir que estamos de acuerdo con respecto a los contenidos de los 
proyectos, más allá de la redacción precisa. En ese sentido, no hay ninguna duda. 


En segundo término, la preocupación que advertíamos tenía que ver con la prioridad que se otorga a través de 
su incorporación en la ley de retenciones, la Ley N” 17.829. Como saben, han sido muchos -y reiterados- los 
planteamientos presentados ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a efectos de que nuevos sectores 
sean incluidos en esta ley de retenciones. Luego de la sanción de esta ley, la única incorporación que se 
realizó fue el descuento de la cuota sindical, porque así lo estableció la ley_de fueros sindicales. En muchos 
casos, los planteamientos ante el Ministerio han sido rechazados, es decir, que se incorporen como nuevas 
prioridades a la Ley_N* 17.829. 


Ese sería nuestro eje central de la intervención. 


Reitero que estamos de acuerdo con la inquietud de que hay que darle solución a esto pero, advertimos de 
aquí en más lo que son posibles perforaciones que pueda tener la Ley_N* 17.829, porque tras un 
planteamiento de algún sector concreto, quizás vengan otros, como ha sucedido. Puedo mencionar más de un 
caso como, por ejemplo, el de las cooperativas y el de los seguros del Banco de Seguros del Estado. En 
algunos casos, lamentablemente, hemos tenido que decir que no y, en otros, no han sido compartidos por 


otros Ministerios. Reitero que esto no me lleva a dejar de ratificar nuevamente que compartimos la finalidad 
del proyecto con esta advertencia que hacemos de la Ley N* 17.829, 


En tercer lugar, creemos que debería consultarse a la Comisión Asesora existente en la materia, integrada por 
el Banco de Previsión Social, el Ministerio de Salud Pública y por las organizaciones de jubilados 
directamente involucradas, para hacer más participativa la decisión. 


En cuarto término -con esto estoy cumpliendo la intención de hablar poco porque, insisto en que el tema 
principal es el primero-, en cuanto al texto concreto de algunos de los proyectos que están siendo analizados, 
tenemos algunas sugerencias de redacción que nos parece que podría mejorar el texto a sancionar. Por 
ejemplo, en lugar de hablar de "obligación de retener" nos gustaría que se diera al BPS la "facultad de 
retener" las pasividades, porque eso favorecería los controles y las inspecciones, a fin de que no se 
tergiversara el objetivo de este proyecto. Reitero que si se da la facultad al BPS, se facilitarían las 
inspecciones, lo que no ocurriría con si se hablara de obligación. Si prosperara nuestra propuesta, es decir, si 
se le diera la facultad, podría tener mucho más poder para actuar, tratando de que no se tergiversen los 
contenidos de este proyecto. 


En quinto lugar, nos parece mejor que la conformidad que el proyecto exige al jubilado para que se le 
descuente de su pasividad, fuera otorgada ante el BPS o ante el funcionario de la empresa. Estamos hablando 
de alrededor de tres mil setecientas personas; no creo que sea exagerado que se implementen mecanismos 
para que el consentimiento que tiene que dar la persona para la retención sea ante el Banco de Previsión 
Social. 


Por último, creo que ya se ha dicho que no solo nos referimos a los hogares sino también a las instituciones 
públicas que cumplen la misma finalidad. 


En definitiva, nuestro eje central es la preocupación de las eventuales futuras perforaciones a la ley de 
retenciones, máxime cuando en uno de los proyectos se le otorga un lugar inmediatamente después de las 
pensiones alimenticias, es decir, un segundo lugar, antes que todo el resto de retenciones establecidas en la 
norma vigente. No obstante,, eso no nos lleva a no compartir el objetivo que esta Comisión está analizando. 


Esto es cuanto quería decir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MAÑANA.- Agradecemos a quienes nos visitan que hayan prestado atención a este proyecto y 
también manifestamos satisfacción por el hecho de que no encontraron cuestiones de fondo con 
respecto a una instancia posterior a favor de llevar adelante el proyecto. Lógicamente, estamos de 
acuerdo en que todo proyecto tiene formas de redacción que pueden ser mejorables. Creo que son 
correctas todas las instancias con relación a las garantías que se debe dar a la retención que se le va a 
hacer a los internados por parte de una entidad como los hogares de ancianos. Por lo tanto, me 
gustaría que se explique cómo está conformada la Comisión Asesora. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Dicha Comisión está 
conformada por un delegado del Banco de Previsión Social, un delegado del Ministerio de Salud 
Pública, un delegado de las organizaciones sociales, un delegado de la Facultad de Medicina, un 
delegado designado por los hogares privados sin fines de lucro y un representante de jubilados y 
pensionistas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Damos la bienvenida a los representantes del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Queremos reconocer su iniciativa y su preocupación por comparecer ante esta Comisión a los efectos de 
pronunciarse sobre este importante proyecto de ley, de autoría del señor Diputado Mañana que, sin duda, 
viene a llenar un vacío y a establecer mecanismos que van a facilitar la debida atención que todos 
pretendemos para aquellos compatriotas jubilados que están internados en los hogares de ancianos. 


Es una excelente expresión la que estamos realizando en el día de hoy en cuanto a la tarea colegislativa, que 
sería deseable que hubiera en todas las instancias similares a esta y en todas las materias que correspondan a 
los Poderes Ejecutivo y Legislativo. El Poder Ejecutivo es colegislador; de manera que desde ese punto de 
vista, más allá de la posibilidad de vetar una ley con la que discrepa o a la que considera incorrecta desde el 
punto de vista jurídico, es bueno adelantarse a los acontecimientos sin llegar a esta situación extrema y que 
sea el Poder Ejecutivo el que venga -como ha venido el señor Subsecretario- a hacer presentes sus 
observaciones o a señalar aspectos que puedan ajustar o enriquecer el proyecto de ley que analizamos. 


En cuanto a esos aspectos que fueron señalados por el señor Subsecretario en su intervención inicial, voy a 
hacer la siguiente consulta. Me queda clara su advertencia con relación a la inserción de este descuento en la 
enumeración de conceptos establecidos en la Ley N” 17.829. Pero independientemente de esa preocupación, 
creo haber interpretado que en este caso, para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, no sería un óbice 
o una condición insuperable que llevara a dicha Cartera a hacer una ratificación en ese sentido, a discrepar 
con este proyecto de ley o, por lo menos, con esa solución específica, más allá de que debemos tener en 
cuenta su advertencia. 


Está bien -y me parece que la Comisión debería recoger ese consejo o recomendación- que consultemos a las 
organizaciones de jubilados y pensionistas; sería atinado. 


Además, quiero consultar con respecto a dos puntos que no me han quedado demasiado claros. En cuanto a 
establecer la solución del artículo 1% más que como una obligación como una facultad del Banco de Previsión 
Social, no entiendo muy claramente la vinculación que eso pueda tener con las inspecciones a que hizo 
referencia el señor Subsecretario. Es decir, ¿en qué medida las inspecciones se van a cumplir más cabalmente 
a partir de una facultad y no de una obligación? ¿Por qué no pensar que estableciendo esto como una 
obligación las inspecciones no se harían de la misma manera? Tal vez, no entendí bien el alcance de esa 
expresión y me preocuparía -esta es la consulta que quiero formular- establecer esto como una facultad y no 
como una obligación en el sentido de que pudiéramos estar generando cierta capacidad discriminatoria o una 
alternativa de que el BPS pudiera discrecionalmente definir en qué casos sí y en cuáles no esa facultad sería 
ejercida por parte del órgano administrador a los efectos de realizar esos descuentos. Se entiende que 
partiendo del sano juicio y de la sana crítica de los administradores que realizan su tarea con el sentido del 
buen padre de familia, no habría por qué pensar en ese tipo de discriminaciones que, por otra parte, si se 
llevaran a cabo podrían dar lugar a reacciones de carácter político o a responsabilizar políticamente a aquel 
que discrimina injustamente y sin fundamento alguno. Entiendo que en la medida en que se pueda dar fijeza 
legal a ese aspecto, a los efectos de minimizar o evitar cualquier margen en ese sentido, me resulta más 
seguro establecer esto como una obligación que como una facultad. Sería bueno que el señor Subsecretario 
profundizara en este aspecto para que después la Comisión determine cuál es la mejor solución. 


En cuanto a las instituciones públicas como concepto genérico donde los hogares de ancianos serían una 
especie dentro de ese género -pediría al señor Subsecretario que haga una precisión adicional-, me preocupa 
esa variante porque en este rubro -quedó claro cuando el año pasado recibimos a la Asociación Nacional de 
Hogares de Ancianos que nuclea a estas instituciones en todo el país- hay una gama amplísima de situaciones 
que van desde lo formal hasta lo informal -por no hablar inclusive de lo ilegal- en cuanto a instituciones que 
cumplen esta función sin autorización por parte del BPS y en condiciones que escapan a los correspondientes 
controles y a la debida prestación que en estos casos es dable reclamar y exigir por tratarse de un servicio que 
se presta a ciudadanos en condiciones desvalidas. Mi preocupación es la siguiente: si ampliamos el concepto 
de hogares de ancianos a instituciones públicas, ¿no aumentamos esa discrecionalidad del BPS? Digo esto 
pensando no en el actual administrador sino en el administrador del futuro que podría actuar sin la debida 
diligencia o de manera imprudente y, por lo tanto, termine aplicando este instrumento de una manera 
riesgosa, desvirtuando por la vía de los hechos los buenos fines que persigue este proyecto de ley. 


Por eso, sería partidario de destinar este mecanismo específicamente a los hogares de ancianos que, 
autorizados por el BPS y formando parte del sector formal que en esta materia se podría concebir, ofrecen 
garantías en cuanto al respeto de los derechos de los internados y una razonable prestación de los servicios 
que se supone deben otorgar a los mismos. 


Esas eran las consultas que quería realizar, partiendo de la base de que todos los aportes que hizo el doctor 
Bruni han sido muy interesantes, cuando no estimulantes a la reflexión y a la discusión, a fin de buscar 
alternativas para mejorar el proyecto de ley. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En cuanto a la primera 
pregunta -que es la sustancial-, relativa a la preocupación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
respecto a lo que he denominado perforación de la ley de retenciones, no es eso un obstáculo para la 
eventual aprobación de esta ley. Simplemente, queremos advertir acerca de un hecho que a diario se 
nos ha presentado en el Banco de Previsión Social. 


La segunda pregunta tenía que ver con la posibilidad de establecer una facultad en lugar de una obligación. 
¿Por qué sugerimos esto? Es cierto que dar la facultad y no la obligación puede aumentar la discrecionalidad; 
lo admito, pero desde nuestro punto de vista significa otorgar mayores garantías a una institución pública 
tripartita como es el Banco de Previsión Social. Queremos que, ante determinados hechos, tenga la facultad 
de actuar en forma debida, y si actúa discriminando -como decía el señor Diputado-, habrá que atenerse a las 
responsabilidades. ¿Cómo lo vinculo a la inspección? No lo hago tanto por la inspección sino por la facultad, 
que favorecería los controles. El mayor cuidado que deberían tener las instituciones está contemplado en 
estos proyectos, porque saben que no se les va a otorgar la retención automáticamente; tendrán que demostrar 
que las cosas se hacen bien, porque si no estaría jugando la posibilidad de facultar que pueda tener el BPS y 
podría darse el caso de que lisa y llanamente no se le otorgara. No me voy a referir a nadie en particular, pero 
en esta materia no siempre ha habido buenos antecedentes. Por eso es que nos inclinamos por la facultad y no 
por la obligación, máxime cuando se trata de una facultad que ejercitaría el Banco de Previsión Social que es 
el que centraliza todas estas actividades. No creemos que con esta integración, con las pasadas ni con las 
futuras pueda ejercerse indiscriminadamente esa facultad, porque entonces la responsabilidad realmente sería 
muy seria. Me parece que se pueden hacer previsiones respecto a ese tema. Si bien no es una cuestión de 
principios, me inclino por esa posición. Tampoco es un tema de principios lo que dije respecto a que con la 
presencia del BPS se otorgaría el consentimiento. Me guía la misma intención. Sin dirigirme a nadie en 
particular, no siempre ha habido antecedentes buenos en la materia. Por lo tanto, la presencia del BPS 
también va dirigida en ese sentido, y tendría que ser en el hogar, para no obstaculizar el consentimiento. 


En cuanto al tercer aspecto, hay instituciones que cumplen la misma finalidad que los hogares de ancianos sin 
fines de lucro. Este es el tema que nos causa menos problemas; simplemente, para estar en un plano de 
igualdad, queremos dar las mismas posibilidades a otras instituciones que ejercen iguales funciones. De todo 
lo que hemos venido hablando, este es el tema que menos nos preocupa, pero sí nos gustaría que se 
atendieran las dos sugerencias anteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido provechosa esta incursión que ha hecho la delegación del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. La Comisión siempre partió de la base de que para considerar este u 
otros proyectos era mejor tener una apertura que suponga la opinión de los sectores involucrados en el 
tema. Por eso digo que me parece un aporte importante el que se ha hecho. Naturalmente que la 
Comisión lo va a estudiar y lo va a tener en cuenta. 


Sería pertinente -no sé si de inmediato o en su momento- realizar una redacción que se ajustara más a la 
intención de quienes han presentado el proyecto. Esto ayudaría al estudio posterior de la Comisión. Pero eso 
queda a criterio del señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Me estaba diciendo el señor 
Baz que dejáramos abierta la posibilidad de enviar material por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. 


Les agradecemos muchísimo su presencia. 

(Se retira de Sala el señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social y su asesor) 

(Ingresa a Sala una delegación de SEDHU, PIT-CNT, y la Comisión del Reencuentro). 

——_Nuestra Comisión tiene mucho gusto en recibir a esta delegación integrada por la señora Ana Varela y el 


señor Alberto Gianotti representantes de SEDHU, las señoras Clara Ugarte y María Castro y el señor Antonio 
Kucharski de la Comisión de Derechos Humanos del PIT-CNT, la doctora Rosario Oíiz y el señor Ariel 


Ferrari del Equipo de Representación de los Trabajadores en el BPS y los señores Erardo Velázquez y 
Artemio Almirón de la Comisión para el Reencuentro. 


SEÑORA UGARTE.- Agradecemos haber sido recibidos por esta Comisión. Estábamos esperando a la 
señora Diputada Beatriz Argimón, quien nos dijo que iba a venir y nos hubiera gustado que estuviera 
presente en esta sesión. 


Nuestra lucha de veintiún años surgió luego de que fue aprobada la ley para los funcionarios públicos. No 
hubo una ley reparatoria para los que sufrimos el terrorismo de Estado durante el período dictatorial. En 
sucesivos gobiernos muchos de los compañeros presentes -entre ellos el señor Diputado Blasina, quien ha 
seguido nuestra trayectoria-, saben que hemos presentado distintas propuestas y proyectos de ley para que la 
seguridad social amparara a todos los perseguidos por la dictadura. 


Se dieron muchos acontecimientos, entre ellos la aprobación de la Ley_N* 17.449, que fue un avance en 
relación a no tener nada. Sin embargo, no basta con tener un ley sino que hay que tener acceso a ella. De 
2.885 personas que pretendieron acogerse a esa ley no más de quinientas lograron los derechos jubilatorios. 
Proponemos que los parlamentarios analicen a fondo lo que significa votar una ley que después no se puede 
aplicar. 


Respecto al Mensaje del Poder Ejecutivo del 4 de julio tuvimos muchos puntos de contacto pero diferíamos 
en el tema de los montos; en la sustancia tenía muchos elementos que creíamos que se podían modificar. Se 
retiró este Mensaje y vino otro el 19 de junio de 2006; una vez que lo leímos emitimos una declaración de 
seis puntos en la cual planteamos que no compartíamos su contenido ni su filosofía porque excluía a la 
mayoría de las personas perseguidas por el terrorismo de Estado, ponía una serie de impedimentos para poder 
acogerse y satisfacer esta necesidad y no se respetaban los principios básicos de la seguridad social. Desde el 
comienzo nosotros relvindicamos un proyecto de seguridad social. Por eso estamos ante esta Comisión. 


Los derechos a la seguridad social no pueden ponerse en un paquete junto a la reparación y otras cosas 
similares que la hacen optativa en determinado momento. La seguridad social es algo irrenunciable. 


Queremos que quede claro que no nos oponemos al proyecto que fue aprobado en la Comisión del Senado 
pero no lo compartimos porque no está dentro de la filosofía de la seguridad social como eje de reparación. 
La mayoría de las personas que sufrieron este terrorismo no tienen posibilidad de tener acceso a esos 
derechos. El cómputo de los años de prisión, de exilio o de clandestinidad para nosotros son centrales y no se 
deberían considerar en una ley que incluya aspectos reparatorios que inclusive son optativos de los derechos 
jubilatorios. Al plantear que son reparatorios pensamos que deberían estar en una ley de reparación que no 
interfiera con los derechos jubilatorios. Para nosotros, estos son fundamentales. 


Este universo de personas -es finito, no es infinito, como demostró la Ley N* 17.449- tiene que ver 
satisfechas sus necesidades de acceso a la seguridad social, más allá de que se hayan votado reparaciones, a 
las que no nos oponemos. Creemos que eso se debió votar aparte y debió ser una verdadera reparación 
porque la forma de medir los daños que se sufrieron en la dictadura debe ser muy mesurada. No se debe 
excluir a personas muy dañadas por los efectos del terrorismo. 


Aquí se ponen en un paquete todas las situaciones y se concluye lo que tocaría a cada uno dejando afuera una 
importante cantidad de personas. 


Todavía mantenemos la defensa del proyecto de ley que oportunamente presentamos ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social el 6 de julio de 2005 y continuaremos luchando y dando lo mejor de nosotros 
para que se apruebe. 


Vinimos a esta Comisión para tratar de subsanar algún aspecto pero ello no significa que compartamos la 
filosofía ni el contenido de este proyecto. Reconocemos que se hicieron mejoras importantes. Fuimos a la 
Presidencia de la República muy preocupados. Nos recibió el Secretario de la Presidencia, el compañero 
Gonzalo Fernández a quien le manifestamos que toda la gente de la huelga general, quienes lucharon para 
restablecer los derechos democráticos en nuestro país, quedaban fuera de la ley; ellos fueron incluidos a 
último momento el último día. Nos congratulamos de ello pero después, en el momento de la aplicación de la 
ley, surgen elementos de exclusión muy importantes. 


Existen elementos básicos por los que vamos a tener que seguir luchando en el futuro, más allá de la 
aprobación de este proyecto de ley al que no nos oponemos. Queremos que se modifiquen los elementos que 
consideramos que se pueden cambiar dentro de esta ley. Uno de ellos es el de la Comisión Especial y la 
unanimidad, porque el no tener suplentes determina que si cualquiera se enferma, se traba la aplicación de los 
casos planteados. 


Hay que tener en cuenta que se trata de personas que no sólo esperaron veintiún años sino que dieron su vida 
por el restablecimiento de los derechos democráticos. No estamos hablando de cualquiera. Una espera mayor 
significa que todos los días haya una pérdida más de un compañero o una dificultad mayor en su hogar. 


Es de nuestro interés que esta ley sea aprobada si es posible con determinadas modificaciones, pero vamos a 
seguir adelante en virtud de los postulados centrales que hemos planteado en relación a la seguridad social. 
Creemos fundamental que todo ciudadano de este país tenga derecho a la seguridad social, sobre todo 
quienes lucharon por los derechos democráticos. 


SEÑOR FERRARI.- Desde hace muchos años luchamos para que se reparen los derechos jubilatorios 
de los ciudadanos perseguidos en la dictadura por defender la democracia, la Constitución y las leyes. 
No sólo nos referimos a los trabajadores de la actividad privada porque también hubo estudiantes y 
gente desocupada que sufrió la prisión y el exilio y muchos de ellos tuvieron que pasar a la 
clandestinidad. 


Ponemos énfasis en el tema de los derechos jubilatorios y en que a veintiún años de la reapertura democrática 
se cierre este capítulo porque, como representantes de los trabajadores integrando el Directorio del BPS, es 
en eso en lo que debemos trabajar: en el tema de la seguridad social y no en otros. 


En el artículo 11 de esta ley se incluye una reparación que no tiene que ver con la seguridad social. Nosotros 
no quisimos entrar a tratarlo. Creemos que dado que en la década negra de los setenta el terrorismo fue 
impulsado desde el Estado, éste es el que debe encargarse de la reparación de los daños. Si lo que se pretende 
es reparar los daños de los que pasaron por la prisión, va a resultar difícil medirlo o repararlo con dinero. Esa 
reparación va a tener que ser para todos pero esta ley excluye a gente que obtuvo sus derechos jubilatorios 
porque se amparó a la Ley_N* 15.783 o que después de haber estado en prisión pudo jubilarse porque trabajó 
y adquirió un derecho producto de que contribuyó a la seguridad social, algunos de ellos durante un plazo 
prolongado de hasta los setenta años. Esta ley los excluye de la reparación por haber estado en prisión o les 
dice que renuncien a un derecho humano como es la seguridad social. Va a quedar mucha gente excluida por 
esa razón lo que nos compromete a seguir trabajando porque nuestro objetivo era que con esta ley se saldara 
ese capítulo tan oscuro para nuestro país. 


Reconozco que en la discusión del Senado el Poder Ejecutivo agregaba el literal C) que comprendía un 
universo de trabajadores despedidos por un Decreto del Poder Ejecutivo del 4 de julio de 1973 que autorizaba 
a las empresas a despedir por notoria mala conducta a quienes estábamos ocupando nuestros lugares de 
trabajo en defensa de la Constitución. Fue el Poder Ejecutivo el que permitió destituir en forma más que 
grosera a un número importante de militantes y de dirigentes sindicales. En otros casos va a resultar difícil 
probarlo. Tengo un ejemplo. Donde yo trabajaba, algunos fueron destituidos por el decreto del 4 de julio y 
otros fueron despedidos al final de la huelga general sin ese decreto. Ellos no será reparados. 


El artículo 1” habla del ámbito subjetivo y, si bien integra a los exiliados, les pone un plazo arbitrario. 
Establece que deben haber regresado al país el 1” de marzo de 1995, tal vez, porque es la mitad del tiempo 
que ha transcurrido desde que debía haberse reparado esto en 1985 y hoy, 2006 Han pasado poco más de 
veinte años y, entonces cortamos la mitad para cada lado. No hay ninguna otra razón que justifique que a 
alguien que llegó en noviembre de 1995 o en el 2000 no se le puedan reconocer esos derechos. 


Esto lo expresa el artículo 1*. 


El artículo 15 habla de integrar la posibilidad de jubilarse a quienes vivieron en la clandestinidad, pero la 
forma de probarlo es absolutamente contraria a lo que tuvo que hacer en ese momento el perseguido para 
seguir en -si se puede decir- libertad, porque se plantea que tenga prueba fehaciente, y que sea facilitada por 
el gobierno de facto, como establece el artículo. Quien estuvo en la clandestinidad trataba de dejar la menor 
cantidad de huellas, para que no lo identificaran ni lo pudieran seguir. Entonces, este artículo parecería 


contradictorio porque, además, en otras normas las formas probatorias son mucho más amplias que lo que se 
establece en este artículo, que es muy restrictivo. 


Si bien los actores sociales debemos reconocer que tendremos un delegado en esta Comisión especial, el 
hecho de que este órgano tenga que resolver en algunas situaciones, no por mayorías especiales de presentes, 
sino por unanimidad de integrantes, podría condicionar su trabajo, porque podría faltar un integrante o 
presentarse cualquier otra razón, lo que representa una limitación. 


Por último, en el artículo 8” se establecen las condiciones para jubilarse, con plazos similares a los dispuestos 
en la Ley N* 15.783. En aquel caso se establecían los diez años previos a la destitución para tener derecho a 
la causal jubilatoria, y en este artículo se disponen diez años de actividad, pero entre paréntesis se expresa 
"de acuerdo con el artículo 77 de la Ley_N* 16.703". Esto quiere decir que los años de actividad deben estar 
registrados y se debió haber aportado. Mucha gente padeció las consecuencias de la persecución hasta mucho 
después del 1” de marzo de 1985, y tuvo que trabajar informalmente, no se registró, etcétera. Entonces, creo 
que no poder probar los años con testigos, sin prueba documental, también será una limitante de exclusión a 
un número significativo de posibles beneficiarios. 


Si bien no nos oponemos a que se apruebe este proyecto, porque es un gran paso, queremos expresar 
claramente que este capítulo no se cierra, y que nuestro compromiso será continuar trabajando. Si bien en el 
proyecto se establece que a los dos años se evaluarán los efectos de la aplicación de este beneficio, 
esperamos a esa altura contar con más elementos para fundamentar nuestra posición y concretar una ley que 
realmente contemple a todos. 


SEÑOR VELÁZQUEZ.- Transcurrieron 21 años y seguimos intentando convencer de la necesidad de 
reparar a muchos trabajadores, que son el sostén de este país. 


Los compañeros que se quedaron en este país peleando contra la dictadura, que hizo posible el retorno a la 
democracia porque impidió a los dictadores el triunfo del "Sí" en el plebiscito, fueron quienes sacaron a los 
compañeros que estaban presos en las cárceles, y trajeron la democracia para que pudiéramos volver al país. 
Las situaciones de esos compañeros, que vivieron a "salto de mata", muchas veces comiendo salteado, son 
las que no podemos olvidar. Los compañeros que quedaron en este país, que son los verdaderos luchadores y 
se jugaron hasta su vida, quedan fuera del alcance de este proyecto, por dos razones, dos trabas. En primer 
lugar, se establece que la pensión compensatoria corresponderá a quien tenga diez años de trabajo, pero si 
falta la documentación del gobierno de facto, "la quedó". En segundo término, si tienen la documentación del 
gobierno de facto, pero les faltan los diez años de trabajo registrados, también la quedaron. 


Por lo tanto, se comete una gran injusticia con estos ciudadanos, que lucharon clandestinamente para librar al 
país de las garras de la dictadura, de este atropello contra la democracia de este país. 


En este tiempo se han sumado muchas voces, desde 1985 hasta la fecha. Voy a leer algunos puntos del 
documento de la Conapro, que me parecen vitales, que demuestra el compromiso expreso que se asumió con 
la ciudadanía. Por el Partido Colorado estaba Gustavo Calfani, por el Partido Nacional, Enrique Schwengel y 
Gustavo Carnales, por el Frente Amplio, el doctor Uruguay Ortiz y por la Unión Cívica la doctora Noya. El 
documento dice así: "Tema: DESTITUIDOS EN EL SECTOR PRIVADO.- la Mesa Ejecutiva de la 
Concertación Nacional Programática expresa su acuerdo para crear una Comisión que tendrá los siguientes 
cometidos: A) Relevar, estudiar e informar sobre los ceses y postergaciones de la actividad privada que 
pudieran haber sido motivados por razones de carácter político, gremial o ideológico; y presentar un informe 
de carácter preliminar antes del 15 de febrero de 1985.- B) Proponer las vías legales pertinentes para el 
amparo de los derechos lesionados y, si correspondiere, la reparación de los perjuicios ocasionados.- Dicha 
Comisión se compondrá de ocho miembros, designados dos, por el sector empresarial, dos por el laboral y 
uno por cada uno de los partidos participantes en la Concertación Nacional Programática". Los partidos 
políticos del momento se unieron para hacer este documento, del que hemos extraído una parte para traer a la 
Comisión. 


Nosotros no nos vamos a oponer a que esta ley salga. También tenemos la convicción de que no se va a 
modificar ni un punto ni una coma. 


Por otra parte, la ley de los públicos -que es conocida por muchos partidos políticos- en aquel momento 
enmendó su situación. Aquella persona que tenía diez años de trabajo y no quería trabajar, solo le pidieron 
que tuviera diez años de trabajo; podía tener veinte, sesenta, ochenta o cien años de edad, pero solo le 
pidieron diez años de trabajo para jubilarse. Si esa persona no quería jubilarse podía seguir trabajando. Se 
jubilaban con el 125%, y a muchos les dieron la indemnización y se fueron porque tenían otra situación en 
otros países. 


En 1985, cuando el Ministro de Trabajo y Seguridad Social era Fernández Faingold, en el PIT-CNT Jorge 
Bruni hizo una recopilación que dice así: "El Mensaje del Poder Ejecutivo suscrito por el actual titular de la 
Cartera del MTSS con fecha 27 de mayo de 1985, decía que: 'para la plena restitución democrática del país, 
era imprescindible la sanción de una ley que corrigiese resultancias perjudiciales de medidas arbitrarias 
adoptadas por el gobierno de facto, satisfaciendo en la medida de lo posible los derechos e intereses de los 
lesionados'. Agregaba que 'una manifestación del autoritarismo imperante en el país [...]'". 


Que este caso se refiera solo a los funcionarios públicos no significa ignorar las persecuciones que hubo y 
que se fomentaron desde el Gobierno por los mismos motivos contra el obrero de empresas privadas. Muchos 
de ellos fueron privados de su libertad con la siguiente repercusión en el orden económico, familiar y laboral, 
en muchos casos sin tener ni siquiera el refugio de amparo al régimen jubilatorio. Se fomentó la venganza de 
las patronales con aquellos trabajadores que habían sido puntales de la organización sindical, pretendiendo 
con ello configurar un castigo moral en el medio en que ejercían su influencia personal. Nosotros queremos 
poner énfasis en las listas negras porque nadie ignora que acá se trabajó en negro y hasta ahora se sigue 
trabajando así; el BPS está haciendo convenios para lograr cambiar esa situación. 


¿Cómo podemos ignorar a personas jóvenes, como el señor Ferrari, que habrá trabajado tres o cuatro años -o 
quizás mucho más- durante la dictadura y lo despidieron? Esta situación surge de algo que no podemos dejar 
pasar por alto. Tenemos que remarcar estas situaciones; en este momento no las podemos ignorar, a pesar de 
que el proyecto de ley va a seguir, y ojalá se beneficien muchos compañeros que lo están esperando. 
Nosotros pretendemos demostrar esto porque se ha hablado mucho y nada se ha hecho. 


El entonces Diputado del Partido Colorado, señor Vaillant, en 1987 presentó un proyecto de ley relativo al 
cómputo jubilatorio de personas exiliadas comprendidas por el artículo 1? de la Ley de Amnistía. Este es un 
proyecto de ley que parece que Sanguinetti no apoyó y quedó ahí. 


Por lo tanto, decimos que hay cosas que no podemos tolerar; no podemos aceptarlas porque es la 
contrapartida de una sinrazón. 


En un artículo de aquel momento podemos leer: ""Duda de la democracia'.- Por su parte, Murro expresó que 
en la Ley de Restituidos en la esfera pública hubo abusos en el Uruguay lo que, inclusive, perjudicó la 
correcta solución de la deuda que tiene la democracia con las personas que no fueron comprendidas por esa 
Ley_N? 15.783, ni por la Ley de Amnistía: con la gente en general y, en particular, con los trabajadores de la 
actividad privada.- En ese aspecto, Murro destacó que 'aquí se reclama que, tal como ha sucedido con las 
anteriores leyes de reparación, se cuente con la participación de los interesados y se reafirma que esa 
participación se realizará con mayor celo, a fin de que no existan abusos'.- 'Este proyecto debe comprender a 
las personas que hubieran sido detenidas o exiliadas más allá de que fueran o no trabajadores. Además la 
iniciativa no otorga una jubilación especial; nadie se va a jubilar porque tenga diez años de actividad con el 
125% del sueldo, como ocurrió en el caso de los funcionarios públicos'". Dejo de leer esta nota porque es 
muy larga. 


Después estuvimos discutiendo con el economista Mosca acerca de los presos, exiliados, clandestinos, 
destituidos, proscriptos, y nos pidió que hiciéramos un relevamiento. Nosotros acercamos ese relevamiento a 
Senadores y Diputados, pero aparentemente no fue entendido. Dice así: "Resumen de la encuesta de la 
Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos.- (Período computado: 9 de febrero/73 a 28 de febrero/85).- 
Grupo I (Personas que únicamente estuvieron presas). Cantidad: 341. Promedio de detención: 7 años y 137 
días.- Grupo II (Personas que únicamente estuvieron exiliadas). Cantidad: 511. Promedio de tiempo de exilio: 
9 años y 84 días.-Grupo III (Personas que estuvieron presas y también exiliadas). Cantidad: 131. Promedio de 
tiempo de cárcel: 3 años y 295 días. Promedio de tiempo de exilio: 6 años y 147 días.- Resumen.- Presos 
únicamente: 341 ciudadanos.- Exiliados únicamente: 511 ciudadanos.- Presos y también exiliados: 131 
ciudadanos". La encuesta fue entre 983 ciudadanos, más allá de que mucha gente estuvo ahí. Muchas de las 
personas que tomamos para hacer el promedio ya no están en este mundo. 


La Ley N* 17.449 no exige que el ciudadano tenga diez años, cinco días o tres meses de trabajo; no dice 
nada. Simplemente si tiene un día aportado al Banco de Previsión Social, se le podían adjudicar los períodos 
que estuvo en el exilio, la clandestinidad o la prisión. Por lo tanto, nosotros no entendemos por qué se hace 
diferencia. Parece que a la gente de la actividad privada se le ponen bastantes trabas así entran pocos; 
parecería que es un mundo de gente, pero probablemente no lo sean. 


Y podemos seguir poniendo ejemplos: a los civiles de la campaña de 1897 y 1904 se les dio una pensión; si 
tenían una pensión, se les agregaba una más; si tenían una jubilación, se les agregaba una jubilación más. Por 
este proyecto que está a consideración, si ya se tiene una jubilación, se puede aceptar la que otorga la ley, 
pero hay que renunciar a la otra. Acá siempre hubo restricciones para los de la actividad privada. 


Otro caso es el de los militares, con el que estamos totalmente de acuerdo; fueron destituidos en plena 
dictadura y está bien que se les repare. Se les hizo la reparación de carrera como a los públicos, se les dio el 
125% y, además, una retroactividad de veinticuatro meses o algo más. Por lo tanto, los que siempre 
quedamos para atrás somos nosotros. 


La Convención Americana Sobre los Derechos Humanos -el Uruguay es firmante del Pacto de San José de 
Costa Rica-, no se está cumpliendo. En el preámbulo de dicha Convención dice lo siguiente: "(...) Reiterando 
que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser 
humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de 
sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos (...)". En el 
artículo 1* dice: "1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión opiniones políticas o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social". Y en el artículo 2* dice: "Deber de adoptar Disposiciones de Derecho Interno.- Si el ejercicio de los 
derechos y libertades mencionados en el Artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas 
o de otro carácter, los Estados Partes, se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades". 


El otro día escuchaba a los Senadores Michelini y Vaillant, integrados al Frente Amplio, que decían que no 
alcanzaba la plata. No alcanza la plata para reparar a ciudadanos que enfrentaron a la dictadura, pero escuché 
rumores, leí en los diarios, vi en la televisión a través de los informativos, que se está haciendo una cárcel 
para los militares de la dictadura que fueron procesados. Para unos no hay plata, pero para otros hay mucha. 
Por lo tanto, nosotros dejamos expresa constancia de que vamos a continuar más allá de que esta ley se 
apruebe. 


Nosotros hemos planteado soluciones. Hemos propuesto que se destine el 1% de los juegos de azar para esto, 
que no perjudica a nadie. No es un perjuicio para los trabajadores, sino solamente para aquellos que juegan y 
gastan su dinero ahí. Hemos estado planteando soluciones al Parlamento desde el año 1992. Mucho más allá 
de esta lectura que realicé brevemente -porque no la profundicé-, dejamos sentado nuestro reclamo de que 
aquí se debe buscar la solución sin discriminación. 


Fíjense que a los compañeros clandestinos los dejaron por la mitad del camino; en el caso de que se puedan 
amparar, le van a dar un 50%. Acá hubo discriminación porque no estuvo preso. Discúlpeseme lo que voy a 
decir, que puede ser una barbaridad: parecería que estamos dando trascendencia a la dictadura porque en este 
proyecto se habla del gobierno de facto y lo pone como testimonio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer referencia a algunos aspectos que ustedes plantearon. Ustedes 
saben que cuando la Comisión recibe una delegación la escucha, se hacen preguntas de aspectos que 
merezcan dudas, si es pertinente se realizan algunas aclaraciones y nada más que eso. Luego, la 
Comisión se reserva el derecho de evaluar lo que plantea cada delegación que recibe; y eso es lo que va 
a hacer esta Comisión. 


En primer lugar, parto de la base de que este es un tema complejo -lo era antes y lo es ahora-, y como tal no 
supone una solución perfecta. Más allá de que este proyecto da unos cuantos pasos adelante respecto a lo que 


estaba planteado antes, no supone la perfección. Si alguien esgrime este argumento -que yo no he escuchado 
en ningún lado- y llega a esa conclusión, creo que está equivocado. 


El propio proyecto de ley plantea la obligación de una evaluación entre el primer y segundo año de su entrada 
en vigencia. Es obligación de la Comisión especial remitir a la Asamblea General esa evaluación entre el 
primero y segundo año. Esta no es una cuestión que se incorpora porque sí; se incorpora a partir de lo que 
dije inicialmente: en la aplicación de la ley está contemplada la eventualidad de que se presenten 
imperfecciones, aspectos que haya que corregir, etcétera. Insisto: es una evaluación para que la Asamblea 
General -en definitiva, el Parlamento a través de ambas Cámaras- la tome en consideración y eso puede tener 
equis consecuencia. 


En segundo término, en cuanto a que hay algunos aspectos de este proyecto de ley que exorbitan lo prescrito 
en seguridad social, examinando las cosas con el mayor rigor posible, admito que eso puede ser así en lo que 
tiene que ver con el método de cálculo de la pasividad, ya que hay una diferencia respecto a lo que prescriben 
las disposiciones actuales de seguridad social. Pero es una verdad relativa porque en la anterior ley -y en este 
proyecto de ley se reitera- se introducen causales que no están previstas en ninguna norma de seguridad 
social. No hay ninguna ley -ni la vigente ni las anteriores, pero refirámonos a la vigente, independientemente 
del juicio que tengamos sobre ella- que establezca causales similares a las que se establecieron en el proyecto 
anterior y en este proyecto. Cuando hablamos de ajustarse a las normas de seguridad social, nos estamos 
refiriendo a todas las normas, no a algunas sí y a otras no. Me parece que un análisis riguroso de ese tema nos 
lleva a la conclusión de que algunos aspectos -por ejemplo, la pensión especial reparatoria- no están 
contemplados. No hay ninguna norma de seguridad social que establezca beneficios -llamémosles así- de esa 
naturaleza; tampoco los hay para las causales. 


¿Por qué digo esto? No para polemizar con nadie, sino porque tanto la ley anterior, con las limitaciones que 
tuvo, como este proyecto de ley son iniciativas de carácter específico que, de hecho, al referirse a situaciones 
puntuales no previstas en las disposiciones generales de la seguridad social, naturalmente exorbitan lo que 
está planteado en la ley vigente, y no podía ser de otra manera. Si no, ¿cómo considerar las diversas 
situaciones que se plantean de manera limitada en la Ley_N* 17.449, y de manera más aproximada a la 
contemplación de las situaciones reales planteadas en este proyecto de ley? Entonces, si esto está inscripto o 
no dentro de las normas de seguridad social, creo que hay que analizarlo con mucho rigor, a los efectos de 
verificar si exactamente es así o es una cuestión limitada a algunos aspectos. 


Por otro lado, en cuanto a las exclusiones, hay una en particular que me interesa comentar. En la ley anterior, 
todavía vigente -en este proyecto de ley se repite-, se excluyen, entre otros, a aquellos que fueron 
"beneficiados" -entre comillas- por la Ley N” 15.783. Quienes están aquí lo saben tanto o mejor que yo. En 
oportunidad en que se planteó el proyecto anterior, que luego se convirtió en ley, no tenemos registrado ni 
documentado -por lo menos en la Comisión de Seguridad Social del período anterior- ningún planteamiento 
en cuanto a que esa situación de exclusión fuera injusta. Ahora se plantea entre las exclusiones a quienes 
fueron amparados por la Ley_N” 15.783; esto se incorpora ahora. Señalo al mismo tiempo que no están 
excluidos de este proyecto de ley aquellos que por equis razón no se presentaron en tiempo, no estaban en el 
país, etcétera que, de repente, habrían tenido ese "beneficio" -entre comillas- de la Ley N* 15.783 con 
respecto a los dos opciones que planteó la ley. Digo esto porque ustedes habrán advertido que la norma a 
estudio no establece taxativamente que esto es solo aplicable a los trabajadores de la actividad privada. 


Voy a hablar de algo acerca de lo que hemos conversado informalmente; me refiero al plazo de regreso al 
país de los exiliados o exiliadas. Reconozco que este plazo es arbitrario. Hay muchos límites, topes, etcétera 
que se establecen que son arbitrarios. No hay ninguna evidencia empírica de que se esté aplicando una norma 
justa, con antecedentes determinados. Puede ser que haya alguna excepción en otro terreno en torno a este 
tema, pero la fecha es arbitraria; podría haberse planteado dos años después o dos años antes, pero fue la 
fecha por la que se optó. Estamos hablando de diez años después de que se retomara la democracia, por lo 
menos en el orden político, en el país. 


También voy a hacer un comentario sobre otro tema, sobre el que ustedes tienen una larga experiencia. Me 
voy a referir a la situación de los clandestinos o clandestinas. Originalmente, en el proyecto que consideró el 
Senado se hablaba de prueba documental. Seguramente, ustedes recordarán la polémica que suscitó, sin éxito, 
la exigencia de la prueba documental en el momento de la presentación del proyecto de lo que después fue la 
Ley N? 17.449. Pero no es lo mismo prueba documental que prueba fehaciente como ahora se plantea. 


Además, en otra parte del proyecto se establece que esas situaciones se regirán por lo establecido en el 
Código General del Proceso -cita uno de sus artículos-, lo cual supone que prueba fehaciente puede llegar a 
ser prueba de testigos. Ustedes recordarán que cuando analizamos la ley todavía vigente -Ley N* 17.449- 
decíamos: "¿Qué más prueba testimonial que la del sindicato al cual el trabajador o la trabajadora pertenecía 
refrendada por el PIT-CNT?". No era documental, pero era un testimonio que se convertía en un documento. 
Inclusive, en este caso hablábamos del PP-CNT con nombre y apellido: el compañero José D'Elía. Eso no 
fue aceptado y quedó la prueba documental. 


Quien tenga las pruebas, puede usar la prueba documental y quien no las tenga, puede usar prueba fehaciente, 
que incluye los aspectos que yo mencionaba. Se puede llegar a la prueba testimonial. La ley que todavía está 
vigente cerraba el aspecto cuando establecía prueba documental, pero como este proyecto no lo cierra, será 
cuestión de la reglamentación o del propio sentido común en el tratamiento que haga la Comisión de los 
casos que se presenten que se admita como una prueba no solo testimonial sino calificada el ejemplo que 
acabo de citar. No hay ningún aspecto del proyecto que niegue esa posibilidad sino que, al contrario, se 
reafirma cuando se hace mención al Código General del Proceso. 


Por eso, francamente, no veo que en el caso que se citaba de compañeros o compañeras clandestinos haya 
inconveniente. Naturalmente, como ustedes comprenderán, siempre tiene que haber un cierto resguardo 
desde el punto de vista de las situaciones que se presentan, o que se presentarían en el futuro ante la 
Comisión que se constituya; siempre tiene que haber determinado resguardo. 


Nadie se imaginaba -parto de la base de que ustedes tampoco- que la norma iba a facilitar que se presentara 
una persona y que no se le exigiera casi nada como prueba de la situación que reclama. 


Por último, quería citar un tema que aquí se plantea. Me refiero a qué pasa si, designada la Comisión 
Especial, se enferma o falta un titular cuando la exigencia para resolver determinada situación es que sea por 
la unanimidad de integrantes. Me parece que esta es una cuestión absolutamente salvable en la 
reglamentación de la futura ley, si es que el Parlamento aprueba este proyecto. Es absolutamente salvable 
porque, así como está dicho, se puede establecer en la reglamentación que cada miembro titular designado 
por el organismo correspondiente -más allá de que, por ejemplo, el Poder Ejecutivo, en el caso del PIT-CNT, 
considere los nombres que se propongan y determine quiénes integrarán la Comisión- pueda ser sustituido. 
No veo que sea contradictorio con que el reglamento establezca taxativamente un resguardo contra la 
eventualidad de enfermedad, dándole la prerrogativa -me estoy imaginando el contenido de esa 
reglamentación- al organismo que representa a quienes integran la Comisión a sustituir o a designar algún 
suplente -cualquiera de las dos cosas- a los efectos de salvar las dos eventualidades: que el integrante de la 
Comisión se enferme, de lo que nadie está libre, o que tenga algún tipo de inconveniente de otra naturaleza y 
falte. Si falta, naturalmente, tendrá la posibilidad de ser sustituido por su suplente. 


Me parece que esto es absolutamente salvable en el reglamento y no tiene por qué constar taxativamente en el 
proyecto. Esta es una opinión muy personal; fueron algunos comentarios; nada más que eso, sin la mínima 
intención de establecer aquí una polémica. 


La Comisión tendrá en cuenta los elementos que ustedes han vertido. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quisiera hacer dos consultas específicas en el marco de lo que 
parecería claro en función de lo que ha expresado la delegación que nos visita. Se trata de una visión 
favorable pero crítica a la vez de esta iniciativa que estamos analizando; por lo menos, me parece que 
resulta elocuentemente demostrado que la Comisión del Reencuentro hubiera preferido un proyecto de 
ley diferente o con un alcance distinto. 


Con relación a algunas de las observaciones que se han planteado quisiera consultar con respecto a dos de 
ellas. La primera, que me parece importante, es la del plazo previsto por el artículo 1%, que claramente fue 
mencionado aquí como un aspecto insatisfactorio ya que establecería un límite arbitrario -creo que esa fue la 
expresión que se utilizó. Quisiera saber si desde su punto de vista sería razonable o justo que no hubiera 
plazo alguno y que, por lo tanto, se reconociera a todos quienes pudieran acreditar las demás condiciones, 
independientemente de que hubieran regresado o no al país. También quisiera saber si desde ese punto de 
vista el proyecto mejora eliminando directamente este plazo. Digo esto porque, entre otras cosas -más allá de 
que tiene media sanción legislativa y de que esta Comisión lo comienza a analizar en el día de hoy y en esta 


instancia-, lo primero que hacemos al abordar la consideración de este proyecto es conversar con ustedes. 
Formalmente, parecería que existiera la alternativa de abrirlo o de modificarlo, más allá de las voluntades 
políticas que se puedan manifestar. 


La segunda consulta tiene que ver con otro aspecto que mencionaba el señor Ferrari -en este caso, no viene 
en su condición de Director del Banco de Previsión Social-, que se vincula con el artículo 8%. Él anotaba allí 
alguna inequidad en cuanto a que, por tratarse de personas que vivieron esa situación, los diez años de 
exigencia para configurar la causal jubilatoria, también podía significar un motivo de dificultad o de 
injusticia. Él habló de un problema de pruebas. Mi pregunta concreta es si en este caso hay específicamente 
una demanda de flexibilizar los medios de prueba de esos diez años de servicio o, directamente, no es una 
exigencia específica que se acrediten diez años reconocidos de trabajo si -en todo caso como si estuviéramos 
en el plano de una pensión a la vejez- se tienen los sesenta años de edad. Esa es la diferencia que quiero 
establecer o por lo menos que se me aclare esta cuestión, que me parece muy importante. Reitero: si es 
específicamente una cuestión de prueba con la exigencia de que haya diez años reconocidos de labor o si, en 
todo caso, lo que se considera inadecuado es que para configurar causal se puedan invocar determinados 
plazos de ejercicio laboral. 


Estas son las dos preguntas que quería formular en el marco de lo que son las diferencias que aquí se han 
expresado. Me parece que sería bueno aclarar o precisar si estos son los dos aspectos centrales o si, 
eventualmente, hay otros que son más importantes. 


SEÑOR FERRARI. Está claro que reconocemos la urgencia y la necesidad de dar respuesta. 


En primer lugar, debo decir que hubiésemos preferido el proyecto que presentó el Poder Ejecutivo en 
noviembre del año pasado y que, cuando envió este, pidió retirarlo. Aquel proyecto, más allá de algunas 
diferencias, tenía la base de lo que fue el anteproyecto que en julio habíamos presentado al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Este era un proyecto mucho más amplio, mucho más abarcativo y específico de 
seguridad social. No entraba en temas reparatorios; las reparaciones por los daños y la reparación integral que 
deberá hacer el Estado, no debe entreverarse con Seguridad Social. Son filosofías distintas las que hemos 
tenido cuando se elaboró nuestro proyecto, al que tomó el Poder Ejecutivo. Aclaro que no excluye solo a los 
que fueron reparados por la Ley N* 15.783. En esta reparación también se deja afuera a los jubilados por la 
Caja de Industria y Comercio y se les dice: "Renuncie a la Seguridad Social si usted quiere tener la 
reparación como preso". 


En cuanto a las dos preguntas recién planteadas, creemos que el plazo, siendo arbitrario -esto ha sido 
planteado por mí en esta reunión-, no debería existir. Nuestro planteo en el proyecto de ley era mucho más 
que eso, pero hoy estamos viendo cosas que nos parecen que no deben tirar para atrás la aprobación de este 
proyecto, pero que se pueden corregir. 


El otro aspecto tiene que ver con el artículo 77. En definitiva, no es nuestra propuesta, pero creo que limita el 
hecho de que se exija un mínimo de diez años cuando esta es una iniciativa especial de Seguridad Social, 
como fueron las anteriores. En las anteriores no se exigía edad; acá se piden sesenta años, pero hay que tener 
un mínimo de diez años aportados. Creo que las pruebas pueden ser por vía documental o testimonial, y no 
solamente como lo determina este proyecto, que es a partir del año 1996, solo con registros y aportes, de 
acuerdo con el artículo 77 de la Ley N* 16.713. 


SEÑORA VARELA.- El Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana es una Fundación integrada 
por la Iglesia Evangélica del Río de la Plata, por el Arzobispado de Montevideo de la Iglesia Católica 
Romana, por la Iglesia Evangélica Valdense, por la Iglesia Anglicana en el Uruguay, por el Centro 
Franciscano -CIPFE-, por la Asociación Cristiana de Jóvenes y por la Iglesia Metodista como miembro 
fraternal. Hice esta presentación para que se comprenda que estamos aquí por un problema de 
principios y no porque seamos parte de algunos de los grupos interesados en el tema. Decimos esto 
porque en algún momento hemos leído que aquí vienen delegaciones que son parte interesada en este 
asunto. Nuestras instituciones han hecho una opción por determinados criterios de equidad entre los 
diferentes integrantes de la comunidad del Uruguay, que entendemos que son importantes. 


Ratificamos lo dicho por el señor Ferrari recién en cuanto a que nos parece importante que no figure lo del 
artículo 77 porque ya hay muchas exigencias para estas personas. Además, en este proyecto de ley se excluye 
a muchas personas; en su momento, la evaluación que se haga lo va a demostrar. Por ejemplo, están 
excluidos los sindicalistas que estaban en listas negras y aquellos que nunca más pudieron insertarse en la 
formalidad. También quedan excluidos los sindicalistas que tienen nueve años y medio de trabajo, que fueron 
despedidos y que nunca más trabajaron formalmente. Esa sanción es doble. Hay una cantidad de situaciones 
como esta que nosotros estamos evaluando. Creemos que las exigencias, en algunos casos, serán una 
limitante significativa para la aplicación de la ley y de criterios de equidad con las personas que fueron y 
siguen siendo perjudicadas por el terrorismo de Estado. 


SEÑOR VELÁZQUEZ.- Si no entendí mal, a los clandestinos se les exige el documento del gobierno de 
facto y los diez años; los defiendo porque sé lo que hicieron acá. Yo estaba en Francia, muy cómodo, 
más allá del exilio; trabajé, nunca viví de la ayuda del Gobierno. 


Me cuestiono por qué la ley exige diez años de trabajo y que se presente el documento del gobierno de facto. 
Por ejemplo, para los presos que no fueron procesados se pide un período mayor de un año de prisión. ¿Por 
qué no se establece un período mayor de un año para la cotización con el Banco de Previsión Social? Con 
esto quedaría demostrado que fue trabajador de la actividad privada. Hago énfasis en esto porque se trata de 
compañeros que fueron muy perjudicados; fue gente que se jugó hasta la vida. Sé que esto no se va a 
modificar. 


Espero que el proyecto continúe su curso y que tengamos la oportunidad de volver a este lugar para plantear 
este tema y que nos escuchen. Considero que hay cosas que quedan por la mitad del camino. No sé por qué se 
hicieron tantas restricciones. Se dio "como adentro de un gorro", como dice vulgarmente la expresión 
ciudadana. Lo que dieron no llega a $ 6.000, sin embargo, deben presentar dos pruebas porque si no quedan 
afuera, y esos fueron los que hicieron posible Ika vuelta a la democracia. 


SEÑOR FERRARI.- Confío y espero que analicen nuestras opiniones y las de otras delegaciones para 
que con vuestro conocimiento e independencia tomen una decisión. No creo que ya esté todo resuelto y 
que esta entrevista sea por formalismo. Confío en que no sea así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia y saben perfectamente que cada vez que lo 
requieran serán recibidos por la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de SEDHU, PIT-CNT, Comisión del Reencuentro) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios restituidos del Estado) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de funcionarios públicos restituidos, integrada 
por los señores Cervantes Pernas, Pedro Puppo, Eduardo Píriz y Angel Torres. 


SEÑOR PUPPO.- Somos funcionarios del Estado restituidos por la Ley_N” 15.783 de 1985. Fuimos 
víctimas del terrorismo de Estado, por lo cual nos dejaron diez años en la calle. Hace un buen tiempo 
que estamos reclamando el beneficio jubilatorio previsto en el artículo 18 de la ley. Hemos explicado en 
más de una oportunidad que este beneficio se dio siete años después, a través de la Ley_N” 16.320 de 
1992. Se otorgó a ANCAP, a los que habían sido redistribuidos de los frigoríficos y a los de algún otro 
organismo. Quiere decir que algunos pudieron acceder a este beneficio fuera de plazo. Además, se 
otorgó con nombre propio porque indudablemente los juristas que han estudiado el tema con nosotros 
no comprenden cómo se legisló para dos o tres organismos en lugar de abarcar a todos los restituidos 
del Estado. Se podrá decir que esta gente tenía la reserva del derecho, pero si hubiese sido así no 
hubieran precisado de una ley. No queremos profundizar más en este tema porque nos parece bastante 
claro lo que reclamamos. Al darse en una oportunidad se sentó jurisprudencia. Por lo tanto, 
corresponde extender este derecho al resto de los funcionarios restituidos. 


En el último anteproyecto que entregamos al señor Presidente de la Comisión llegamos a un consenso en 
cuanto a aliviar la carga del Estado, y por eso hicimos extensivo el beneficio a aquellos funcionarios que "al 
momento de la promulgación de la presente ley se hallaren en actividad (servicio efectivo)". Esto reduciría 


muchísimo el espectro. Además, aquellos pasivos restituidos que no pudieron acceder a este beneficio 
también están incluidos en el anteproyecto. Por eso establecimos: "Podrán reformar también sus cédulas 
jubilatorias todos aquellos pasivos restituidos por las leyes citadas que por cualquier motivo no pudieron 
acogerse al beneficio jubilatorio del artículo 18, para lo cual el organismo previsional deberá ir ajustando las 
pasividades hasta completar la diferencia en un plazo máximo de 36 meses contándose a partir de la 
promulgación de la presente ley". 


Esta es la idea para solucionar este viejo problema de los funcionarios restituidos del Estado que no pudieron 
acceder al beneficio jubilatorio. Nos parece que este pedido es accesible si tomamos en cuenta que los 
funcionarios restituidos no fueron indemnizados por esos diez años que estuvieron despojados de su actividad 
laboral. Estamos muy agradecidos de que se nos haya devuelto el trabajo y de que se haya pagado una 
diferencia de sueldo. Estamos peleando para que se sancione una ley; sabemos que se quieren evitar los 
juicios al Estado. Esto lo ha dicho muy claramente el señor Senador Rubio en la reunión en Crisol. Él no tuvo 
objeción, así como tampoco la tuvieron la señora Senadora Dalmás y el señor Senador Lorier, aunque 
manifestaron que si se nos incluía en el proyecto sobre ex presos políticos, clandestinos y exiliados se 
formaba un globo muy grande. 


Se podrá decir que los funcionarios perjudicados por la dictadura ya fueron reparados. Sí fuimos reparados al 
devolvernos un trabajo, pero queremos justicia y por eso reclamamos que aquello que se dio a Fulano 
también le corresponda a Mengano. 


Esperamos que esto tenga acogida y que las autoridades atiendan el problema, aunque sabemos que no va a 
ser en este proyecto de ley sobre ex presos políticos, clandestinos y exiliados. 


SEÑOR PERNAS.- Queremos plantear tres reclamos. 


En primer lugar, queremos que, en lo posible, quienes fuimos perjudicados por la Ley N* 15.783 seamos 
incluidos en los beneficios del proyecto que se está discutiendo, porque también fuimos víctimas del 
terrorismo de Estado. 


En segundo término, personalmente sería favorecido por haber sido procesado por la justicia militar, pero 
como fui comprendido en los alcances de la Ley N” 17.620, de 17 de febrero de 2003, se me excluye de este 
beneficio. 


Creemos que las resoluciones que tome la Comisión especial deben tomarse por mayoría, y no por 
unanimidad, porque de esa manera se eliminaría el derecho a veto de algunas organizaciones o personas, y 
abriría un abanico de posibilidades más amplio. 


Por último, queremos que esto salga cuanto antes. 


SEÑOR PUPPO.- Si analizamos la Ley N” 16.320, de 1992, nos daremos cuenta de que se cometió una 
terrible injusticia. Un día un sindicalista me replicó por qué hablaba de funcionarios que fueron 
privilegiados. Fueron privilegiados porque accedieron a un beneficio al que quisieron y no pudieron 
acceder los demás. Además, la pasividad de los funcionarios que no habían tenido esa suerte era dos 
veces menor. 


Entonces, la inequidad es grave, y pedimos que se encuentre una solución a este respecto. 


También nos comentaron que en este proyecto no se había considerado nuestro caso porque era otro tema, 
pero me pregunto si no se trata de perseguidos por la misma dictadura. Si bien reconocemos que quienes 
serán contemplados en este proyecto no fueron reparados -a quienes hemos apoyado-, nuestro caso es posible 
que también se contemple. 


Los funcionarios restituidos que se mantienen en actividad son muy pocos. 


SEÑOR PÍRIZ.- Como restituido del Estado en actividad, quiero decir que si bien la ley de restituidos 
reparó una injusticia de la dictadura, que despidió a miles de trabajadores, y ahora se presenta un 


proyecto para reparar a quienes trabajaban en la actividad privada -después de más de veinte años; ya 
era hora-, siempre quedan cabos sueltos. 


Tengo entendido que cuando se aprobaron las normas para restituir a los funcionarios de ANCAP -no estamos 
en contra de ellos, pero creemos que debió haberse restituido en su momento a todos los funcionarios del 
Estado-, algunos legisladores plantearon que el beneficio debía extenderse a todos los empleados estatales, y 
no solo a los de un ente, porque los artículos 34 y 35 de esa norma no se aprobaron porque se tratara de una 
actividad de riesgo o insalubre. Sin embargo, el planteamiento de estos legisladores no prosperó. 


Consultamos a abogados y se nos informó que fue inconstitucional establecer este beneficio en una 
Rendición de Cuentas. Sin embargo, el derecho nos asiste. 


En 1985 y en 1986 se jubilaron muchos funcionarios restituidos, y reservaron hasta por cinco años sus 
cargos; inclusive, hubo funcionarios que fueron restituidos, reservaron sus cargos, fueron electos legisladores 


y se jubilaron por esa reserva. Esto lo sabían muy pocos y no la mayoría de los restituidos. 


Asimismo, hubo miles de funcionarios que no fueron restituidos porque no reunieron las pruebas suficientes 
para presentar a la comisión respectiva, que exigía pruebas, testigos, etcétera. 


Queremos que ahora se reconozca y se incluya en este proyecto nuestro derecho. 


No tengo edad para jubilarme, pero sí años de trabajo, ya que tengo reconocidos alrededor de treinta años de 
trabajo, tanto en la actividad privada como en la pública. Cuando me jubile quiero tener los mismos derechos 
que mis compañeros de ANCAP en 1992, y como quienes se jubilaron en 1985 y 1986. Somos todos iguales, 
porque la ley cuando restituyó incluyó a todos, menos a los militares, que fueron reparados recién el año 
pasado. 

No queremos que queden cabos sueltos y vuelvan a pasar años antes de que se resuelva. 


Un gran legislador -creo que el doctor Carnelli- decía que la jubilación es un derecho y no una filantropía. 


Todos fuimos destituidos por la dictadura; todos luchamos por la democracia, de todos los partidos, y me 
parece que tenemos que ir para adelante. 


La última ley de seguridad social que se aprobó es nefasta, y la prueba está que a la gente le cuesta jubilarse. 
Creo que todos los sectores de todos partidos políticos deberían rever esta ley, para dar posibilidad a que 
ingrese gente nueva a la actividad pública y privada, porque ahora se es viejo a los veinticinco o treinta años. 
Pedimos que la Comisión haga su máximo esfuerzo, y que envíe nuestros planteamientos al Presidente de la 
República o al señor Ministro de Economía y Finanzas, para atender este asunto que involucra a muy pocos 


compañeros. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


La Comisión va a tomar en cuenta lo que ustedes han propuesto. Quedamos a las órdenes para cuando 
ustedes entiendan oportuno conversar nuevamente. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


